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excluye poder acudir a un juicio declarativo. Porque el juicio declarativo, 
sea a través de las reglas del juicio ordinario o del verbal, es un medio 
general de rectificación de los asientos del Registro (cfr. artículo 82 LH), 
mientras que el expediente de dominio y el acta de notoriedad son proce-
dimientos sólo aplicables a supuestos específicos de inexactitud registral 
por falta de tracto sucesivo o de inmatriculación de fincas.

Por eso ha declarado reiteradamente este Centro Directivo (véase 
las Resoluciones citadas en los vistos, en particular la Resolución de 22 
de enero de 2002) que el auto recaído en expediente de dominio es un 
medio excepcional para lograr la inscripción de una finca ya inmatricu-
lada, y ello por una triple razón: a) Porque, contra la regla básica de 
nuestro sistema, que exige para la rectificación de un asiento el consen-
timiento de su titular o una resolución judicial dictada en juicio declara-
tivo contra él entablado (cfr. artículos 1,40 y 82 de la Ley Hipotecaria), 
dicho auto puede provocar la cancelación de un asiento sin satisfacer 
ninguna de esas dos exigencias; b) Porque, contra la presunción, a 
todos los efectos legales, de existencia y pertenencia del derecho ins-
crito a favor del titular registral (cfr. artículo 38 de la Ley Hipotecaria), 
se va a posibilitar una declaración dominical contraria al pronuncia-
miento registral en un procedimiento en el que no ha de intervenir nece-
sariamente el favorecido por dicho pronunciamiento, y de ahí que el 
propio artículo 40 a) de la Ley Hipotecaria contemple este cauce como 
subsidiario de la inscripción de los titulares intermedios; c) Porque 
contra la exigencia de acreditación fehaciente del título adquisitivo para 
su acceso al Registro (cfr. artículos 2 y 3 de la Ley Hipotecaria), se hace 
posible la inscripción en virtud de un auto que declara la exactitud del 
título adquisitivo invocado por el promotor, siendo así que dicho título 
puede estar consignado en un simple documento privado, y que tal auto 
recae en un procedimiento en el que no queda asegurado el legítimo 
reconocimiento de aquel documento privado por sus suscriptores (cfr. 
artículos 1.218 y 1.225 del Código Civil, 602 y siguientes de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, y 201 reglas 3. a y 4 a de la Ley Hipotecaria). Esta 
excepcionalidad justifica una comprobación minuciosa por parte del 
Registrador del cumplimiento de los requisitos y exigencias legalmente 
prevenidos, a fin de evitar la utilización de este cauce para la vulnera-
ción o indebida apropiación de derechos de terceros (al permitir una 
disminución de las formalidades que en aquellos supuestos ordinarios 
se prescriben, precisamente, para la garantía de aquéllos, como por 
ejemplo, la exigencia de formalización pública del negocio adquisitivo 
para su inscripción registral, o para la elusión de obligaciones fiscales); 
se impone, por tanto, una interpretación restrictiva de las normas relati-
vas al expediente de reanudación de tracto y en especial de las que 
definen la propia hipótesis de interrupción de tracto, de modo que sólo 
cuando efectivamente concurra esta hipótesis, y resulte así del Auto 
calificado, puede accederse a la inscripción.

4. Esta excepcionalidad no se da en el caso de un juicio verbal, con 
posibilidad de contradicción, pero para ello es preciso sean demandados 
no sólo los titulares registrales, sino quienes de ellos adquirieron y todos 
los titulares intermedios hasta enlazar con la titularidad del demandante, 
y en que se pidiese la declaración de la realidad, validez y eficacia de 
todos esos títulos traslativos intermedios.

5. La Resolución de 7 de abril de 2003 ya se planteó el problema de si 
mediante una Sentencia firme dictada en procedimiento declarativo es 
posible reanudar el tracto sucesivo interrumpido. Y llegó a la conclusión 
contraria, porque no habían sido demandados los transmitentes interme-
dios. «La cuestión no es fácil –decía esta resolución– pues, a favor de una 
conclusión afirmativa podría alegarse que el artículo 40 de la Ley Hipoteca-
ria, en sus párrafos 1.º a) 3.º y 6.º permiten la rectificación del Registro por 
resolución judicial. Ahora bien, los argumentos a favor de la tesis negativa 
han de prevalecer, puesto que: a) la reanudación del tracto sucesivo inte-
rrumpido tiene en dicho artículo 40 un tratamiento específico; b) que, por 
la relatividad de la cosa juzgada, la declaración de propiedad se hace exclu-
sivamente contra el demandado, pero no contra terceras personas (cfr. 
artículo 222 de la Ley de Enjuiciamiento Civil); c) conforme a la legislación 
hipotecaria, para la reanudación del tracto, tanto por expediente de domi-
nio como por acta de notoriedad, han de tenerse en cuenta otros intereses, 
además de los del titular registral (de ahí que en las actuaciones intervenga 
el Ministerio Fiscal y que no baste que el titular del asiento contradictorio 
consienta en estas actuaciones la reanudación para que no fueran necesa-
rios otros trámites (cfr. artículos 201 y 202 de la Ley Hipotecaria y 286 y 295 
de su Reglamento). Aunque la demanda se haya dirigido contra el titular 
registral, la sentencia dictada en procedimiento declarativo sólo valdría 
para reanudar el tracto en el supuesto en que aparecieran como demanda-
dos los titulares registrales, quienes de ellos adquirieron y todos los titula-
res intermedios hasta enlazar con la titularidad del demandante, y en que se 
pidiese la declaración de la realidad, validez y eficacia de todos esos títulos 
traslativos intermedios; mas, en este caso, como puede advertirse, lo que se 
estaría haciendo al inscribir la sentencia sería inscribir todos los títulos 
intermedios, con lo que el supuesto no sería propiamente reanudación de 
un tracto interrumpido».

6. El supuesto de hecho de este recurso es distinto que el planteado en 
la Resolución de 7 de abril de 2003, porque se ha dirigido la demanda contra 
el vendedor en el documento privado, y contra los titulares registrales y 
herencia yacente de los mismos, que a su vez la transmitieron a aquél según 

la demanda acogida en la sentencia. Y además el actor demanda no sólo la 
elevación a público del documento privado, sino también la declaración 
por usucapión de la finca a favor del adquirente y la reanudación del tracto 
sucesivo. Independientemente de la posibilidad de acumular todas estas 
acciones, cuestión no planteada en el recurso, y considerando el registra-
dor en la propia nota de calificación que no hay problemas correctamente 
entablada la acción contra los titulares registrales o su herencia yacente, 
debe considerarse que se han observado muchas más garantías que en la 
tramitación de un expediente de dominio o en un acta de notoriedad, expe-
dientes de jurisdicción voluntaria carente de contradicción.

En consecuencia, esta Dirección General ha acordado estimar el 
recurso y revocar la nota de calificación del Registrador en los términos 
resultantes de los anteriores pronunciamientos.

Contra esta Resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la Capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 11 de julio de 2008.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 13009 ORDEN JUS/2240/2008, de 15 de julio, por la que se 
manda expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, 
Real Carta de Sucesión en el título de Duque de Medina 
Sidonia, con Grandeza de España, a favor de don Leon-
cio-Alonso González de Gregorio y Álvarez de Toledo.

De conformidad con lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo 
de 1912, este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido a 
bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se expida, 
sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Sucesión en el 
título de Duque de Medina Sidonia, con Grandeza de España, a favor de 
don Leoncio-Alonso González de Gregorio y Álvarez de Toledo, por 
fallecimiento de su madre, doña Luisa Isabel Álvarez de Toledo Maura.

Madrid, 15 de julio de 2008.–El Ministro de Justicia, Mariano Fernán-
dez Bermejo. 

 13010 ORDEN JUS/2241/2008, de 15 de julio, por la que se 
manda expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, 
Real Carta de Sucesión en el título de Marqués del Rincón 
de San Ildefonso, a favor de don Carlos del Prado Cendra.

De conformidad con lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo 
de 1912, este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido a 
bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se 
expida, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Suce-
sión en el título de Marqués del Rincón de San Ildefonso, a favor de don 
Carlos del Prado Cendra, por fallecimiento de su padre, don José del 
Prado Rúspoli.

Madrid, 15 de julio de 2008.–El Ministro de Justicia, Mariano Fernán-
dez Bermejo. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 13011 RESOLUCIÓN de 22 de julio de 2008, de la Dirección 
General del Tesoro y Política Financiera, por la que se 
disponen determinadas emisiones de Bonos y Obligacio-
nes del Estado en el mes de septiembre de 2008 y se convo-
can las correspondientes subastas.

La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda EHA/15/2008, de 10 
de enero, ha autorizado a la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera a emitir Deuda del Estado durante el año 2008 y el mes de 


